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JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Diecisiete (17) de  julio de dos mil catorce (2014)
REFERENCIA:

EXPEDIENTE No. 05001-33-33-016-2013-00861-00
ACCIÓN POPULAR 
DEMANDANTE: SINDICATO DE TRABAJADORES DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS COMPLEMENTARIOS Y CONEXOS “SINPRO” 
DEMANDADO: EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P. 
AUTO INTERLOCUTORIO No. 215
ASUNTO: RESUELVE RECURSO DE REPOSICIÓN.

1. EL RECURSO DE REPOSICIÓN.

El apoderado judicial de MILLICOM INTERNATIONAL CELLULAR S.A., presentó recurso de reposición en contra de los numerales 2 y 3 de la parte resolutiva del auto que ordenó declarar la nulidad de lo actuado en la acción popular, indicando que por un error el Juzgado tuvo a Millicom como notificado por conducta concluyente del auto admisorio de la demanda, circunstancia que no encuentra ningún sustento factico o jurídico.
1.1
FUNDAMENTOS DEL RECURSO

Argumenta la recurrente que:

“…1. Como es de conocimiento del Despacho, el 14 de marzo de 2014, mi representada en lo que constituyó su primera actuación procesal, formuló incidente de nulidad por indebida notificación del auto admisorio de la demanda proferido el 7 de octubre de 2013.

2. Mediante el Auto el Despacho resolvió el incidente de nulidad propuesto por Millicom, en el sentido de i) declarar la nulidad de lo actuado a partir del 24 de febrero de 2014, ii) tener por notificado por conducta concluyente a Millicom, del auto admisorio de la demanda y, iii) concederle a mi representada el término de 10 días  para contestar la demanda.

3.  Efectivamente no obstante haber llegado a la ineludible conclusión de que en el caso de autos se había configurado una nulidad por indebida notificación del auto admisorio de la demanda, por un error evidentemente involuntario el Despacho consideró que el poder especial debidamente conferido para ejercer la defensa y representación de Millicom en este proceso constituía un acto que daba lugar a tener a mi representada como notificada por conducta concluyente.

4. Lo anterior resulta ser a todas luces contrario a derecho, en primer lugar, por razón de que, como bien se sabe, el otorgamiento del poder es condición sine qua non para que un apoderado pueda defender y representar a quien ha sido demandado en un proceso, tal y como ocurre con Millicom . Ello se desprende de una simple lectura del artículo 70 del C.P.C.

5. Pero, además, ocurre que, el poder especial otorgado para la defensa  de Millicom en este caso ciertamente no constituye la primera actuación de mi representada en este proceso. La primera actuación de Millicom dentro del presente proceso consistió, precisamente, en la presentación del incidente de nulidad por indebida notificación, para lo cual era absolutamente indispensable contar con el respectivo poder que legitimara al apoderado a actuar en defensa de los derechos e intereses de la Compañía.

6. De otra parte, mal podría perderse de vista el hecho de que la consecuencia lógica  de la declaratoria de nulidad procesal por indebida notificación implica, automáticamente, la obligación de notificar la providencia, mal notificada, pero ahora si en debida forma. Para el caso de Millicom, una vez decretada la nulidad lo que correspondía era ordenar su debida notificación conforme a las normas aplicables a la materia…”
Finalmente, solicita revocar los numerales 2 y 3 de la parte resolutiva del auto del 24 de abril de 2014. 
1.2.
CONSIDERACIONES.
1.2.1
La procedencia del recurso interpuesto. 

El artículo 36 de la Ley 472 de 1998, consagra el recurso de reposición contra los autos dictados durante el trámite de la Acción Popular, el cual deberá ser interpuesto en los términos del Código de Procedimiento Civil. 

A su vez, el inciso 2° del artículo 348, prescribe: 

“… El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustentan, por escrito presentado dentro de los tres días siguientes al de la notificación del auto, excepto cuando éste se haya dictado en una audiencia o diligencia, caso en el cual deberá interponerse en forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto.

“El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que contenga puntos no decididos en el anterior, caso en el cual podrán interponerse los recursos pertinentes respecto de los puntos nuevos. […]”

Ahora bien, el recurso de reposición tiene por finalidad que el mismo Juez que dictó la decisión impugnada, la revoque o reforme, en caso de haber incurrido en algún error, para en su lugar proferir una nueva. 
Por su parte, el artículo 37 ibídem, contempla la procedencia del recurso de apelación, únicamente  en contra de las sentencias de primera instancia, no obstante, por vía jurisprudencial se ha venido aceptando la procedencia del recurso de apelación en contra de las decisiones que finalizan la acción, pero ello no es óbice para la procedencia del recurso de reposición. 
De acuerdo con las normas citadas, se tiene que, contra la providencia aquí recurrida, procede el recurso de reposición, por lo que pasará a resolverse.

1.2.2.

Pronunciamiento de las demás partes frente al recurso interpuesto,

Por la Secretaría del Despacho, se dio traslado secretarial al recurso interpuesto y dentro del término oportuno tanto la pare actora como EPM emitieron sus pronunciamientos.
1.2.2.1
Parte actora

El apoderado judicial de la parte actora, mediante escrito obrante de folios 479 a 481, cita el artículo 330 del Código de Procedimiento Civil y manifiesta que el contenido literal de la norma y el proceder del demandante, se ajustan perfectamente a la figura de la notificación por conducta concluyente, confirma la tesis el hecho de haber nombrado a su apoderado, el mismo que radicó memorial en el Despacho el día 14 de marzo de 2014, de cuya lectura se confirma el conocimiento del auto admisorio, ya que de manera expresa cita la providencia (CF,FL345).
La notificación por conducta concluyente como forma subsidiaria de notificación, que de configurarse suple válidamente la carencia de una notificación personal efectiva.

Si bien en la mayoría de los casos, la notificación debe ser personal, pero en el evento de que por alguna razón dicha notificación personal no fuese posible, existe la figura de la notificación por conducta concluyente, mediante la cual, la entidad administradora de justicia, puede suponer o concluir que el afectado se enteró del proceso o investigación que se llevaba aunque no se le hubiere notificado o se le hubiere notificado incorrectamente.

Cita la sentencia de la Corte Constitucional No. C- 1076 de 2002 y T -081 de 2009 y finalmente, solicita al Despacho no reponer el auto recurrido.
1.2.2.1
Empresas Públicas de Medellín E.S.P.

La accionada, a través su apoderado judicial, solicitó al Despacho, estudiar los argumentos expuestos en el pronunciamiento de la nulidad, pues insiste en que no se notificó en debida forma la demanda a la vinculada. 

2.
Solución al recurso interpuesto. El caso concreto.

En el auto recurrido, el Despacho en consideración a lo consagrado en el artículo 330 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el artículo 1º del Decreto 2282 de 1989 y por el 33 de la Ley 794 de 2003, tuvo a Millicom International Cellular S.A., notificada por conducta concluyente, dando especial aplicación a lo prescrito en el inciso que consagra que “Cuando se decrete nulidad por indebida notificación de una providencia, ésta se entenderá surtida por conducta concluyente el día siguiente de la ejecutoria del auto que la decretó o de la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior”.
Al respecto, tenemos que la notificación por conducta concluyente se ciñó a lo señalado por la norma. Aunado a ello, dentro de la actuación procesal surtida, en ningún momento se le ha privado a Millicom, de su oportunidad de ejercer el derecho de defensa y contradicción, incluso, porque dicha sociedad a través de su apoderado judicial, dio respuesta a la demanda simultáneamente con el incidente de nulidad propuesto y en dicho escrito se pronunció frente a los hechos y pretensiones que plantea la parte actora y expresó sus argumentos de defensa.

Adicionalmente, la notificación de dicha sociedad se entendió surtida una vez se encontrara ejecutoriado el auto que la decretó, situación garantiza el ejercicio del derecho de defensa y contradicción, pues recordemos, que son estos pilares del debido proceso, los que se garantizan con la notificación y en este caso, no se ha surtido actuación procesal alguna, de la cual se pueda derivar para la vinculada, transgresión para sus derechos.
Sobre la finalidad de la notificación, la Corte Constitucional realizó las siguientes consideraciones en Sentencia T - 081 de 2009.

“ii) Finalidad de la figura procesal de la notificación y su relación con la anulación de las actuaciones procesales 

El artículo 29 de la Constitución Política consagró el derecho fundamental al debido proceso y determinó que éste:

“[S]e aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

Toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación al debido proceso”.

El derecho al debido proceso contiene de este modo, entre otros el derecho a la defensa, que implica la facultad de ser escuchado en un proceso en el cual se está definiendo la suerte de una controversia, pedir, aportar y controvertir pruebas, formular alegaciones e impugnar las decisiones. El debido proceso, como ya lo ha establecido esta Corporación, “no es solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Ihering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo”[12].

El derecho a la defensa debe estar garantizado en todo el proceso, y su primera garantía se encuentra en el derecho de toda persona al conocimiento de la iniciación de un proceso en su contra en virtud del principio de publicidad. 

Al respecto ha dicho esta Corporación que “el principio de publicidad de las decisiones judiciales hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al debido proceso, como quiera que todas las personas tienen derecho a ser informadas de la existencia de procesos o actuaciones que modifican, crean o extinguen sus derechos y obligaciones jurídicas. De hecho, sólo si se conocen las decisiones judiciales se puede ejercer el derecho de defensa… controvertir pruebas que se alleguen en su contra,… aportar pruebas para su defensa… impugnar la sentencia condenatoria y…no ser juzgado dos veces por el mismo hecho”[13]

Es así parte esencial del derecho al debido proceso la facultad de ser oído, ya que en caso contrario, es decir, en caso de desarrollo de una litis en el que a una de las partes no se le brindó la posibilidad de defenderse “sería la forma más radical de vulneración del derecho fundamental al debido proceso y de defensa”[14].

La notificación es un acto procesal que pretende garantizar el conocimiento acerca de la iniciación de un proceso y en general de todas las providencias que se dictan en él, de forma que se amparen los principios de publicidad y de contradicción. Con ello se busca precisamente darles a conocer a las partes e intervinientes el contenido de lo decidido y concederles de este modo la posibilidad de defender sus derechos.

La notificación, en otros términos, “en cualquier clase de proceso, se constituye en uno de los actos de comunicación procesal de mayor efectividad, en cuanto garantiza el conocimiento real de las decisiones judiciales con el fin de dar aplicación concreta al debido proceso mediante la vinculación de aquellos a quienes concierne la decisión judicial notificada, así como que es un medio idóneo para lograr que el interesado ejercite el derecho de contradicción, planteando de manera oportuna sus defensas y excepciones. De igual manera, es un acto procesal que desarrolla el principio de seguridad jurídica, pues de él se deriva la certeza del conocimiento de las decisiones judiciales”[15], de allí que “asuntos como la ausencia de ciertas notificaciones o las innumerables y graves irregularidades en que se pueda incurrir al momento de efectuarlas, no pueden quedar sin posibilidad alguna de alegación por la persona afecta, pues un impedimento de tal naturaleza violaría su derecho fundamental al debido proceso”[16]. 

Considerando precisamente esta posible vulneración al debido proceso, la ley prevé la medida procesal de anulación de las actuaciones surtidas con posterioridad al vicio y que resulten afectadas por éste, señalando expresamente las causales correspondientes en los diversos códigos de procedimiento, “en tanto que lo considera un defecto sustancial grave y desproporcionado que merece protección del derecho a la defensa del demandado”[17] .

En conclusión, la notificación constituye una figura esencial en los procesos judiciales, pues la finalidad de dar a conocer a una persona que sus derechos están en disputa y que tiene la facultad de ser oído en el proceso, característica que tiene mayor entidad cuando se trata del conocimiento de la primera providencia judicial (auto admisorio de la demanda o mandamiento de pago).

De acuerdo a lo anterior, tenemos claro que la finalidad que persigue el acto de notificación, reside precisamente, en dar publicidad del auto de vinculación a la interesada, para garantizar su derecho de defensa y es en este punto en el cual el Despacho es enfático en decir, que Millicom ha tenido la facultad de ejercer su defensa.
Por las razones expuestas, el auto recurrido quedará incólume. 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, 
RESUELVE
1. 
NO REPONER los numerales 2 y 3 del auto interlocutorio No. 086 del 24 de abril de 2014. Por las razones expuestas en la motivación precedente. 

2.
En firme el presente auto y una vez vencido el término de respuesta a la demanda. Procédase con la etapa procesal siguiente.
NOTIFÍQUESE
RODRIGO VERGARÁ CORTÉS 
Juez
 
JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN





NOTIFICACION POR ESTADO





En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.





Medellín, _________________________fijado a las 8 a.m.








____________________________________


MARIA FERNANDA ZAMBRANO AGUDELO 


Secretaria














